Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 10 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Fundación Manantiales comunica el 15 Aniversario del Acuerdo Fundación Manantiales - 
Naciones Unidas. 


Desde el 2010 está pendiente una visita de los integrantes de la Comisión a la Fundación. 


-El gremio del Centro Nacional de Quemados remite nota denunciando la difícil situación que 
están pasando. 


-El Programa Nacional de Salud Mental hace llegar una invitación para la Jornada del Día 
Nacional de Prevención del Suicidio a llevarse a cabo el 17 de julio, de 9 a 14 horas, en el Salón de 
Actos del Ministerio de Salud Pública. 


-El BPS remite un oficio con relación al Demequi. 


-Solicitud de audiencia de la Asociación Bioquímica Uruguaya, que nuclea a los profesionales 
Bioquímicos Clínicos egresados de la Facultad de Química de la Udelar. 


-Traducción del material proporcionado por el señor Senador Solari con respecto al siguiente 
tema: “Conciencia sobre fertilidad y actitudes en lo que respecta a tener hijos, entre estudiantes 


y» 


universitarios hombres y mujeres”. 
-Corresponde recibir a nuestro primer invitado, doctor Miguel Langón. 
(Ingresa a Sala el doctor Miguel Langón.) 


-La Comisión de Salud Pública tiene el honor de recibir al Profesor de Derecho Penal, doctor 
Miguel Langón, a quien le hemos solicitado su asesoramiento sobre el proyecto de ley sobre Técnicas 
de Reproducción Humana Asistida, en particular, en cuanto a algunos artículos que crean delitos o, 
mejor dicho, que refieren a determinadas conductas que se tipifican como delitos. Sin perjuicio de lo 
cual le damos la total libertad para expresarse con respecto a cualquier aspecto del proyecto de ley 
sobre el cual tenga aportes para formular; son todos bienvenidos. 


Le cedemos el uso de la palabra al doctor Langón. 


SEÑOR LANGÓN.- Antes que nada, les agradezco que me hayan invitado pues es un honor ser 
convocado por el Senado de la República. Trataré de colaborar de la mejor manera posible con 
relación al tema de las técnicas de reproducción humana asistida. 


Como bien lo establecía el señor Presidente, me parece que el motivo de la convocatoria no 
puede concretarse específicamente a determinados artículos -más allá de que, obviamente, voy a 
responder sobre las inquietudes planteadas con relación a ellos- pues considero que vale la pena dar 
la visión general que los penalistas tenemos acerca de este problema. En general, es una actitud de 
enorme prudencia, porque es un tema que se inscribe en otra especialidad técnica, médica, de 
investigación, de laboratorio y, por lo tanto, merece un alto respeto. 


En reglas generales, lo que sí podemos decir es lo que muchas veces hemos repetido y que 
creo es el sentir común de los penalistas; me refiero a reservar las normas penales para casos 
extremos que conmueven gravemente la convivencia social. Considero que para los actos antijurídicos 
de cualquier otra especie lo mejor es tratarlos con otros métodos como ser sanciones civiles, 
administrativas, o sea, aplicando todo el campo sancionatorio que tiene el Derecho, sin llegar a la 
sanción penal porque, de alguna manera, también nos preocupa la posibilidad de coartar algunas 
posibilidades de la investigación científica o del avance de la ciencia, en algo que pueda mejorar a la 
raza humana. 


En realidad, en el enfoque de la protección penal de la vida hemos detectado un vacío legal 
que esta norma intenta colmar de alguna manera y es la diferencia jurídica entre los conceptos de 
fecundación y concepción. Entendemos que la vida humana está protegida porque, a pesar de la 
legalización de determinadas circunstancias, el delito de aborto no fue derogado en el sentido de que 
puede seguir siendo cometido, por ejemplo, contra la voluntad de la mujer o fuera de las normas 
establecidas por la legislación. Por lo tanto, eso se mantiene vigente. Por medio de las normas 
referidas al aborto hay una protección de la vida humana a partir de la concepción en el vientre 
materno, que es la vida humana llamada dependiente, y también existe la protección de la vida 
independiente mediante la figura del homicidio, a partir del nacimiento o comienzo del trabajo de parto. 
Pero queda una etapa anterior, que es la que tiene que ver con la fecundación, particularmente la in 
vitro, antes de la colocación de ese material biológico, de ese ser humano en formación, irrepetible, 
único, donde existe la discusión de si es un conjunto de células o si allí hay una persona; en fin, es 
toda una discusión que acá no la vamos a repetir. 


Más allá de todo eso, nos parece interesante esta iniciativa. Es la legislación que vendría a 
ocuparse de la etapa anterior a la concepción en el vientre materno; fundamentalmente está referida a 
eso porque se trata, precisamente, de técnicas de reproducción humana asistida. Vamos a llamar 
inorgánicamente lo que no es delito. Es claro que la fecundación in vitro no es un delito, como tampoco 
lo es la transferencia de embriones, ni la transferencia intratubárica -que suponemos es la colocación 
en la trompa de Falopio de gametos, cigotos y embriones- ni la crioconservación de ovocitos y 
embriones, ni la donación de estos. 


En cuanto a estas técnicas, lo que va a quedar como resultado es que va a existir una 
cantidad de material biológico fecundado -no hablamos del espermatozoide ni del óvulo, sino del óvulo 
fecundado, o sea, el cigoto- que en algún momento va a ser destruido, descartado en el laboratorio, 
porque las cantidades que se producen y conservan no tienen suficiente vitalidad, o por otra razón. 
Este es un tema que no está especialmente previsto: si hay o no conducta de alguna naturaleza. 
Suponemos que no es delictiva por cuanto tiene como finalidad la reproducción, producir vida, aunque 
hay un criterio extremo que supone que todo esto es atentatorio contra la vida humana, que estaría 
presente desde el momento de la fecundación. Estas serían las primeras definiciones para ir 
concretamente a lo que es el motivo de la pregunta. 


En muchas disposiciones legales aparecen prohibiciones que no tienen consecuencias, es 
decir que no se sabe qué sanción pueden tener. Por ejemplo, el artículo 4* referido a procedimientos 
de reproducción humana asistida de alta y baja complejidad, que está regulando esa técnica y 
definiendo este problema, establece que “Las prestaciones a brindarse incluyen los estudios 
necesarios para el diagnóstico de la infertilidad así como el tratamiento, material descartable...”, 
etcétera. El material descartable está vinculado con lo que estábamos hablando en cuanto a material 
humano, como por ejemplo los ovocitos o los espermatozoides, pero una vez que hay una fecundación 
no se trataría de delito simplemente porque no se previó. 


En cuanto a los requisitos para la realización de técnicas de reproducción humana asistida, 
sobre la información a la mujer, se dice que “Sólo podrán realizarse cuando existan posibilidades 
razonables de éxito y no supongan riesgo grave para la salud...”. Al respecto pregunto qué pasa, si 
esas técnicas no se pueden realizar, con el material que ya ha sido obtenido. Esto se reproduce en 
varias oportunidades, como es el caso del artículo 7“, relativo a la suspensión de las técnicas de 
reproducción humana asistida. Allí se dice que “la mujer a la que se le apliquen estas técnicas de 
reproducción humana asistida podrá disponer que se suspendan las mismas antes de la fecundación 
del óvulo”. Con respecto a esto pregunto qué ocurre si después de la fecundación del óvulo la persona 
que no quiere recibirlo y pide que se suspenda la técnica, ya que no está prevista sanción de clase 


alguna. A nosotros no nos molesta eso y decimos que no es delito, pero nos preguntamos qué ocurre si 
no se prevé ningún tipo de consecuencia cuando se puede hacer algo pero en determinado momento 
se decide no hacerlo. Reitero que esto simplemente lo señalamos. También dice el artículo 8% que “La 
mujer no podrá ser inseminada con el semen ni recibir por implantación embriones, provenientes de su 
pareja sin que ambos integrantes de la misma ratifiquen por escrito su consentimiento al momento de 
realizarse la técnica”. En este caso, nos preguntamos qué pasa si de todas maneras se realiza la 
inseminación, ya que tampoco hay prevista una sanción. Lo mismo ocurre con el artículo 9“, relativo a 
las condiciones para la transferencia embrionaria. Allí se establece: “Luego de producida la 
inseminación de los ovocitos, podrán transferirse al útero solamente dos embriones por ciclo...”, es 
decir que si se transfieren más no se sabe qué pasa, como tampoco se sabe qué sucede si la mujer no 
quiere recibirlos en ese momento, porque no se prevé esa circunstancia. Aquí también podemos 
afirmar claramente que no es delito transferir más cantidad de embriones porque no está previsto como 
figura criminal. 


En cuanto a la donación de gametos deberá garantizarse la confidencialidad y eso nos remite 
al artículo 22. El artículo 11 también establece: “Prohíbese toda transacción económica relativa a la 
donación de gametos”. No está previsto qué pasa si hay transacción económica, es decir, qué tipo de 
sanción habrá. Por lo tanto, tenemos que concluir que no es delito donar gametos y tampoco lo es 
donarlos aunque se haga por dinero, sencillamente porque eso no está previsto. No se trata de que yo 
postule que se cree esa figura criminal, sino que simplemente señalo que no se ha hecho. Eso 
requeriría una toma de definición filosófica, ética, política o religiosa sobre la que no estoy en 
condiciones de pronunciarme. De todos modos, puedo decir lo que dije al principio en cuanto a que las 
conductas criminales deben ser aquellas que ofenden gravemente la convivencia social y que, además, 
generan un problema real. Este último es otro tema que hay que tener en cuenta, es decir, cuáles son 
los estudios que están planteando o señalando que los delitos que estamos creando con esta ley están 
generando hoy un problema real en el Uruguay. Lo otro es abrir un enorme paraguas para problemas 
por venir. Podrá ser una muy buena actitud prever lo que puede venir, pero si aún no ha ocurrido, 
entonces, no tenemos un problema real y concreto en el momento de actuar. 


De la misma manera puedo decir que no es delito destruir gametos. El artículo 16 sobre 
conservación de gametos, establece que los gametos y embriones no transferidos se conservarán por 
el lapso que determine la reglamentación que puede ser uno, dos o diez años. Cuando llegue el 
momento de limpiar los bancos de crioconservación, algunos podrán ver esto como un gran problema 
ético aunque, reitero, no es un delito destruir los gametos; además, se le da un enorme poder a la 
reglamentación. 


El artículo 17 referido a la investigación es problemático porque establece que los gametos 
pueden ser utilizados con fines de investigación -si no entiendo mal, los gametos son el 
espermatozoide y el óvulo- pero también contempla la investigación con embriones, y eso es más 
complicado porque existe el problema de determinar si se trata o no de una persona. El Pacto de San 
José de Costa Rica admite la calidad de persona a partir del momento de la concepción. En general se 
admite la diferenciación entre fecundación y concepción, pero hay otros que establecen que la 
fecundación es concepción. Para nosotros la concepción -hasta por la misma palabra- es la producida 
en el vientre materno. Desde el punto de vista penal casi existiría consenso en admitir que el aborto se 
produce en el momento de la anidación del huevo en el útero, antes de eso no habría protección penal 
de la vida hasta este momento, con este proyecto de ley. 


Asimismo, señalo la preocupación de que en el artículo 17 también se establece la posibilidad 
de investigar con embriones, lo que es verdaderamente grave porque, guardando el respeto y la 
distancia sobre temas de alta complejidad que exceden los conocimientos de un abogado, debemos 
tener en cuenta que se pueden utilizar, por ejemplo, con fines estéticos o para la creación de quimeras; 
se pueden usar para el bien o para el mal. Entonces, como no está prevista la sanción, parecería que 
la investigación con embriones estaría autorizada porque la legislación establece las condiciones en 
que se harían. Finalmente se establece que la inobservancia de estas disposiciones podrá determinar 
las sanciones que correspondan de acuerdo a lo establecido en la reglamentación de esta ley. Las 
sanciones deben ser establecidas por el Legislador y no por el administrador o reglamentador. Si esto 
fuera posible en materia administrativa, es absolutamente descartable en materia penal, porque no 
podrá haber sanción penal creada por un reglamento. Esta sería la problemática de la ley penal en 


blanco que viola el principio de legalidad, “nulla poena sine lege” que quiere decir, no hay pena sin ley 
previa que lo establezca. Por lo tanto, este es un tema que deberá ser objeto de mayor consideración. 


Pasando a los delitos, se establece en el artículo 18 el Delito de Clonación y en el 20 el Delito 
de Manipulación de la especie humana. En estos casos, el círculo de autores está muy reducido, y 
estaría en manos de laboratoristas, de médicos y de expertos. En este punto podríamos estar ante un 
problema real en la sociedad uruguaya que hiciera necesario crear estos delitos o, por el contrario, 
sería el caso de que el Legislador puede prever -porque esto también es lícito- un delito que no 
se está cometiendo con la esperanza que no se cometa nunca, con la finalidad educativa o de 
advertencia a la población de que no lo haga porque está prohibido. Naturalmente se ha seguido la 
legislación internacional -al menos en los últimos tiempos- a nuestro criterio no siempre con acierto; 
hay que ver qué copiamos, para qué, y qué resultados ha tenido en el extranjero. Hoy en día, lo que 
tenemos más a la vista es la legislación española sobre manipulación genética, en la que se explicitan 
dos tipos, la dolosa del fenotipo y la culposa. 


En cuanto al delito de clonación, se supone que el Legislador uruguayo va a prohibir 
definitivamente esta práctica, para lo cual habrá tomado las posiciones filosóficas y científicas que 
afirman que la clonación es mala, siempre y en todos los casos. 


Por nuestra parte, entendemos que la pena es excesiva y que transforma a esta actividad en 
un verdadero crimen. Esto preocupa a los penalistas desde hace mucho tiempo y, además, es un 
efecto de la legislación especial porque no se toma en cuenta la globalidad de los delitos, con la 
finalidad de alcanzar cierta proporcionalidad entre la conducta cometida y la pena que se establece. De 
acuerdo con el artículo 2? del Código Penal, que fue modificado recientemente, en este siglo, hay una 
clasificación tripartita en contravenciones o faltas, delitos propiamente dichos y crímenes, que son los 
más atroces y entre los que se encuentran los de lesa humanidad. Los delitos con pena de 
penitenciaría son la rapiña, el copamiento, la violación y algunos homicidios y nos preguntamos por 
qué la clonación tiene que ser considerada un crimen. En el caso de que se considere que esta 
práctica lo es, me parece que habría que establecer una pena correccional, de prisión, para permitirle 
al juez la movilidad del caso. 


Advierto dos modalidades diferentes, dos tipos de delitos y uno de ellos sería la manipulación 
de células humanas o material genético con el fin de crear por clonación seres idénticos por medio de 
la clonación. Este tiene lo que se llama requisito subjetivo del tipo y enfatiza en el hecho de que la 
clonación no está prohibida como tal, salvo cuando tiene la finalidad de crear seres humanos idénticos. 
En esos casos aparece como un delito de peligro porque la simple manipulación con ese fin configura 
consumación del delito. Hay que tener en cuenta que aquí estamos en una etapa anterior a la 
clonación, es decir, en la pretensión de clonar. Entonces no habría tentativa, porque ésta se eleva al 
grado de consumación, que es otro elemento que justifica la dulcificación de la pena, al menos en el 
mínimo. 


La segunda modalidad es transferir un embrión creado de esta forma a una mujer. Esa es una 
conducta diferente. El agravante está en la obtención de la finalidad perseguida por el delito anterior, 
que es el de peligro de manipulación con la finalidad de obtener seres clonados. Si se logra esta 
finalidad y se transfiere hay un delito de clonación y, en el otro caso, la clonación de seres humanos 
aparece como una circunstancia agravada en la que, quizás, se podría poner una pena de 
penitenciaría pero no de tres años, ya que sigo considerando que es muy alta. Digo esto porque hay 
que tener en cuenta que las penas mayores a dos años de penitenciaría se aplican a crimenes 
verdaderamente graves. 


El artículo 20 establece el delito de manipulación de la especie humana, siguiendo el modelo 
español. También hay una anticipación del momento consumativo, un dolo específico en el sentido de 
transformar el genoma con el fin de generar descendencia. En este caso, la pena es de veinte meses 
de prisión, pero advierto que puede haber puede haber otros fines y no solamente crear descendencia 
como, por ejemplo, con fines estéticos. Quiere decir que si se hace una manipulación para elaborar 
una crema de belleza, no estaría comprendido como figura delictiva y me parece que esto puede ser 
algo más grave. A su vez, también se podría utilizar esta técnica para trasplantes, lo que plantea el 
problema ético de crear un ser humano y destrozarlo para salvar la vida de otro. Hablo de estos dos, 


pero puede haber otros como los estéticos o la creación de quimeras que aparece abajo como un 
agravante, como una definición de los procedimientos de transformación de genoma para alterar o 
predeterminar el genoma de un ser humano. Me refiero a crear o transformar a un ser humano 
industrializado en el laboratorio. 


En el literal c) se habla de combinar gametos humanos con gametos de otras especies, como 
hombre con gorila y eso, en general, se llama producir quimeras. En el literal d) se menciona emplear 
Adn humano con el fin de producir células humanas para desarrollar individuos. Me parece que aunque 
no se diga, la doctrina y la jurisprudencia pueden superar esto, pero sería mejor decir algo sobre lo 
que se llama tipo negativo. La manipulación del genoma humano nos hace acordar al científico loco y a 
la imagen que todos tenemos un poco fijada por los comics desde hace mucho tiempo; y a su lado 
puede aparecer la manipulación del genoma humano para evitar el cáncer, para prolongar la vida o 
para crear un ser humano superior carente de enfermedades. Por el artículo 28 podríamos tener una 
causa de justificación, pero el que manipula genoma humano con finalidades de cura del cáncer, del 
Alzheimer o de cualquier otra enfermedad no parece merecer sanción penal sino que, por el contrario, 
probablemente se le podría dar el Premio Nobel por el descubrimiento de una técnica. Se puede 
alterar el genoma de un individuo, por ejemplo de un concebido, pero no sé si la ciencia en un futuro 
podrá llegar a trabajar sobre eso y evitar una patología en un niño que va a nacer con espina bífida o 
con otra enfermedad; en realidad se altera el genoma para curarlo. Eso no tendría por qué quedar 
establecido como un delito, sino que con una frase se podría decir que la finalidad no es de naturaleza 
criminal. 


También queremos decir dos palabras sobre el artículo 221 y la inhabilitación de las 
instituciones. Esto no es una pena, sino que claramente es una sanción de carácter administrativo, 
porque no hay responsabilidad institucional en la comisión del delito, ya que todavía seguimos en el 
sistema francés de que las sociedades no delinquen, sino que lo hacen las personas que las 
representan eventualmente, y porque sería una sanción por hecho ajeno. Esto podrá ser válido en 
materia administrativa, pero no en materia penal. No está previsto, pero simplemente dejamos sentado 
que esta inhabilitación de las instituciones no es una pena, porque las instituciones no delinquen ni 
pueden hacerlo; eventualmente sus representantes podrían estar involucrados en algún grado de 
coparticipación con los delitos de aquellos que realicen las conductas que este proyecto de ley 
establece con carácter criminal. 


En el Capítulo IV, referido a la información relativa a la donación de los gametos, me parece 
que en cualquiera de las dos modalidades que tengo a la vista se le da una discrecionalidad exagerada 
a los magistrados o a los Jueces. Habrá una resolución judicial cuando medie un grave peligro para la 
salud psicofísica del hijo de los descendientes. Acá se está estableciendo el problema de la filiación, 
pero si se quiere también hay una contradicción o una paradoja entre el derecho a conocer a sus 
ascendientes y su realidad, el secreto y la prohibición. A criterio del Juez, ¿cuándo va a estar 
comprometida gravemente la salud psicofísica del hijo por no saber quién es su padre o de dónde 
procede? También se habla de “evitar dicho peligro”; creo que esto es muy abstracto y ambiguo, es un 
material que se escapa de las manos y que queda en la resolución de un magistrado que, por más que 
sea Juez de Familia, estará cargado de sus prejuicios, de sus ideas religiosas y filosóficas, por lo que 
no me parece que dé una garantía de imparcialidad y de objetividad para que todos los casos se 
resuelvan más o menos de la misma manera. 


En cuanto a la información y al secreto profesional, al consagrarlo como que toda 
información relativa a la donación está alcanzada por el secreto profesional, salvo algunas excepciones 
-soy muy escéptico en cuanto a su aceptación- estaríamos ante el delito de violación del secreto 
profesional definido en el artículo 302 del Código Penal, que establece que es delito cuando es sin 
justa causa y si causa perjuicio -condición objetiva de punibilidad- y, además, la pena es una multa. 
Entonces, hay que tener en cuenta qué tipo de delito es la violación de este secreto; sería un delito 
específico, por lo que habría que recurrir a la norma genérica del artículo 302 como un delito contra la 
libertad. 


En lo que tiene que ver con la gestación subrogada, quiero decir que no entiendo por qué se 
prohíben los vientres de alquiler. De cualquiera manera, no es delito hacer esto, porque no está 
establecido. Se dice que son nulos los contratos a título oneroso o gratuito, cuando una de las partes 
provea un embrión para su gestación en el útero de otra mujer cuyo gameto no fue utilizado para darle 


origen. O sea, la gestante no es la originaria del ovocito, sino que se le coloca a una mujer un embrión 
fecundado. Sinceramente, no entiendo por qué prohibir los vientres de alquiler; supongo que existirán 
fuertes razones para hacerlo, pero me parece exagerado. Es más, no creo que se trate de un problema 
real del Uruguay, por lo que no entiendo por qué se establece esto. En realidad, no se estableció como 
delito, pero estamos a un paso, porque si se prohíbe debe haber alguna sanción. Además, se 
exceptúan los casos para determinados parientes, por lo que es muy limitado. 


Con respecto a la filiación, me parece bien la solución que se plantea. 


Estos serían los modestos aportes que puedo hacer a un tema tan complejo, de alta 
especialización, en el que en el Derecho Penal el penalista lo único que puede pedir es la máxima 
prudencia en la creación de delitos y que se dé al Juez la posibilidad de aplicar -si se van a establecer- 
medidas excarcelatorias; en realidad, si se ponen penas de penitenciaría las mismas se impiden 
totalmente. 


Agradezco mucho la atención y espero que estas pobres palabras puedan servir de algo. 
SEÑOR MEZZERA.- Agradezco al doctor Langón su presencia hoy aquí. 


Yo me siento un poco responsable de haber generado esto. Siempre he criticado que en las 
leyes -así lo manifesté aquí- se pretenda establecer procedimientos administrativos distintos a los 
genéricos previstos -por ejemplo, en el decreto N* 500- poniendo plazos de prescripción especiales, 
distintos a los descritos en el Código Civil, a pesar de que ya exista una norma general. A veces se 
pretende crear delitos que, quizás, están incluidos dentro de otros. En definitiva, yo sugerí consultar a 
un especialista para que nos dijera, en primer lugar, si estos delitos no estarían subsumidos en delitos 
ya anteriormente previstos en el Código Penal y, en segundo término, si no se podría unificar el tipo de 
delitos, ya que aquí estaríamos creando siete u ocho delitos, que creo que son más que los que existen 
en el Código Penal -no recuerdo bien, pues no soy penalista- contra la libertad. 


Reitero, mi propósito era ver si no estamos creando delitos sin necesidad. Es el caso típico del 
secreto profesional que mencionaba el doctor Langón. Estamos creando un delito de secreto 
profesional cuando, en realidad, la prohibición ya existe. No sé si en alguna otra norma que estamos 
previendo como delito no podemos estar enmarcados en un delito contra la personalidad física del 
hombre. De no ser así, tal vez deberíamos procurar unificar estos diferentes artículos en algún tipo de 
delito más omnicomprensivo que pudiera unificar la intención -sea delito de peligro, a titulo de dolo, 
culpa o lo que fuere- remitiendo al Derecho Penal toda la parte general, tratando de no darle a cada 
uno una solución diferente. La idea es intentar simplificar la creación de estos delitos. 


En resumen, este era el objetivo de la convocatoria al doctor Langón. 


SEÑOR AGAZZI.- Vamos a leer despacito la documentación que nos ha hecho llegar el doctor Langón, 
porque creemos que requiere un razonamiento más profundo de lo que podemos entender 
simplemente acerca de lo que él ha estado hablando. 


El doctor Langón se refirió a un concepto que me parece muy importante, que es el de 
“anticipar el delito” en cuanto a que hay acciones que no se deberían realizar cuando todavía no 
constituyen un problema grave. 


Cuando en un comienzo el doctor habló de la importancia de los delitos, mencionó que una 
cosa que los define es que sean un problema importante porque, de lo contrario, no se constituyen 
como tales. Ahora bien; estos temas avanzan muy rápido porque la ciencia permite cosas que antes no 
eran posibles, tales como la gestación subrogada, aunque seguramente es una práctica más vieja de lo 
que nosotros creemos; pero, de todos modos, el alquiler de vientre como figura es relativamente 
nuevo. Según nos informaron los técnicos en esta materia, en el Uruguay se han dado solo cuatro 
casos conocidos de vientres subrogados. Sin duda es un tema de muy baja incidencia, pero que existe 
en otros países, que se ha venido difundiendo, al que se ha respondido prohibiéndolo en algunos 
lugares y permitiéndoselo en otros. Incluso, en algunos países grandes lo permiten en algunos Estados 


y lo prohíben en otros. Creo que anticiparnos no está mal -si es que encontramos una razonabilidad en 
la forma de hacerlo- si es que queremos que eso no se produzca acá. Ahora bien; si tomamos una 
posición indiferente esperamos a que se comiencen a dar los hechos, vemos con qué características y 
si hay que corregirlos. De todas formas, hay razones de otro tipo -lo digo para entendernos, ya que el 
doctor Langón ha tenido a bien leer todo el proyecto de ley- y queremos trasmitirle como lo hemos 
razonado nosotros. Sin dudas esto da lugar a la mercantilización del cuerpo, a que la subrogación la 
lleve adelante gente con necesidades económicas; inclusive se hace internacionalmente. 


Lo cierto es que con este tipo de posibilidades que la ciencia va alumbrando no 
necesariamente hay que esperar que sean un gran problema “para abrir el paraguas”, por decirlo de 
alguna manera, aunque es cierto que se pueden estar inventando situaciones que quién sabe si 
después suceden, y nos viene bien un razonamiento en ese sentido. 


En el artículo 22, que refiere a la identidad del donante, hay dos derechos contrapuestos, 
encontrados: el derecho al anonimato de quien dona los gametos y el derecho a la identidad que tiene 
el nacido. Ha sido muy difícil para los miembros de esta Comisión saber cómo manejar el tema y 
respetar las dos cosas. Quizás por eso le damos una potestad excesiva al magistrado. Incluso se han 
manejado en la Comisión distintas formas de respetar ambos derechos. Pero si la redacción actual 
implica un problema para el magistrado, que después va a tener que tomar una decisión, es porque 
nosotros previamente no pudimos encontrar una solución equilibrada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además de agradecer al doctor Langón, quisiera repasar algunos de los 
aspectos planteados, para ver si los entendí correctamente. 


En primer lugar, con respecto al inciso quinto del artículo 4%, el material descartable 
obviamente puede incluir material biológico, pero en realidad aquí estamos hablando del material 
médico descartable, porque el artículo refiere a la cobertura del financiamiento de estos 
procedimientos. Entonces, dentro de esa lógica de qué incluye el financiamiento, el artículo dice: “Las 
prestaciones a brindarse incluyen los estudios necesarios para el diagnóstico de la infertilidad así como 
el tratamiento, material descartable” -o sea, el material de uso médico- “y otros estudios que se 
requieran, el asesoramiento”, etcétera. Por lo tanto, me parece que la interpretación es distinta. Pero 
de cualquier manera es válido el argumento del doctor Langón en el sentido de que ni este ni los 
demás artículos prevén qué pasa con el material biológico que se genere y que luego no se use. 


Como teníamos mucha dificultad para ponernos de acuerdo con respecto a una única 
solución, pasamos el tema al artículo 16, que dice: “Los gametos y embriones no transferidos se 
conservarán por el lapso que determine la reglamentación, teniendo en cuenta su viabilidad así como 
la posibilidad de generar un embarazo a partir de los mismos”. De cualquier manera, en el caso de esta 
redacción se repetiría la observación que hace el doctor Langón en cuanto a qué pasa con el material 
biológico sobrante. 


Luego tenemos una serie de comentarios en el sentido de que hay disposiciones cuyo 
incumplimiento no genera, por lo menos en el texto actual del proyecto, una sanción administrativa, 
penal, ni de ningún otro tipo. Me refiero a los artículos 7” -suspensión de las técnicas de reproducción 
humana asistida- 8%, 9%, 10, 11 y 16. Quizás el doctor tiene la intención o el deseo de sugerir qué tipos 
de sanciones corresponde establecer dado que no estamos hablando de sanciones penales para estos 
casos, ya que no se trata de conductas que conmueven gravemente la convivencia social o respondan 
en su mayoría a problemas reales. Esta es la segunda pregunta que quería formular. 


La tercera pregunta tiene que ver con el artículo 17, sobre todo la versión que figura a la 
izquierda de la hoja que dice: “Toda investigación científica efectuada con gametos o embriones debe 
ser realizada...”. El doctor Langón dijo que es grave, que no se protege la vida existente desde la 
concepción, incluso habló del el Pacto de San José de Costa Rica. ¿A partir de ese comentario, puede 
interpretarse que estaría de acuerdo con la redacción del artículo 17 que está en la parte derecha de la 
página? 


Con respecto al inciso final del mismo artículo hace una observación muy fuerte porque se 
transfiere a la reglamentación el tipo de sanción a aplicar. Me refiero a la parte que dice: “La 
inobservancia de estas disposiciones...”. Hago el mismo comentario que realicé con respecto a los 
artículos 7*, 8%, 9 y 10: ¿la sanción debe ser administrativa o penal? En todo caso, ¿en qué debería 
consistir? 


Por otro lado, no me quedaron claras las consideraciones respecto al delito de clonación. En 
primer lugar, la clonación de seres humanos no se hace en el Uruguay ni en ningún país del mundo. 
Eso no quiere decir que desde el punto de vista tecnológico no se pueda hacer. Como decía el señor 
Senador Agazzi, con ese fin educativo preventivo queremos definir el intento o, peor aún, la concreción 
de una clonación como delito muy grave, porque básicamente se trata de crear un ser exactamente 
igual a otro desde el punto de vista genético. 


Luego tenemos el artículo 20 que refiere al delito de manipulación de la especie humana, y 
establece: “...transformar el genoma humano con el fin de generar descendencia..”, es decir que se 
estarían excluyendo de este delito o infracción todos aquellos procedimientos que tiendan a 
transformar el genoma humano, que no sean aplicados con ese fin. Eso lo entiendo perfectamente 
bien. Ahora, tras cartón de eso el doctor Langón dice que se puede hacer una redacción distinta, por la 
positiva. Estarían autorizadas las transformaciones a las manipulaciones del genoma humano que 
tengan fines benéficos tales como eliminar cánceres o curar y prevenir enfermedades. Pero la 
contracara de eso es que si no se hace con esos fines específicos, pasa a ser una infracción y, en ese 
caso, habrá que determinar qué tipo de sanción tiene. 


Con respecto al artículo 22, en cualquiera de las dos versiones, la observación que hacía el 
doctor era que se ponía al Juez en una situación de mucha responsabilidad y de mucha amplitud. No 
sé si usted tendría alguna recomendación para hacernos. 


Planteo esto porque, por un lado, nosotros queremos introducir la figura del Juez -como bien 
decía el señor Senador Agazzi- como una salvaguarda de que hay un equilibrio entre el derecho a 
conocer la identidad por un lado, y el derecho a preservar el anonimato por el otro. Entonces, no sé si 
podría hacernos alguna sugerencia en ese sentido. 


Creo que el resto está claro. No sé si tiene una visión particular con respecto a la 
subrogación del útero, que es cierto que ha sido utilizada en forma muy infrecuente, pero también es 
cierto que parte de esa infrecuencia se debe a que no se realiza en el Uruguay. En consecuencia, 
quienes tienen que realizarla deben trasladarse al extranjero y para eso tienen que contar con los 
recursos. O sea que si se habilitara en el Uruguay, probablemente, sería mucho más común. 


SEÑOR LANGÓN.- Les agradezco todos los comentarios. 


Trataré de responder de la mejor manera posible. Si me olvido de algo, ruego me lo digan, 
porque son muchas cosas. 


En relación al punto que planteaban dos señores Senadores -me refiero en primer lugar a 
esto porque es de lo último que se habló y lo tengo más claro- en cuanto a compatibilizar el artículo 11 
con el 22, quiero decir lo siguiente. 


Creo que a veces, cuando no se pueden compatibilizar dos cosas incompatibles, lo mejor es 
tomar una decisión. Y la decisión política, filosófica es: o se va a mantener el criterio del anonimato o 
se va a respetar el derecho de la persona a conocer su ascendencia. En realidad, esto de que es 
anónimo no es así porque va a ser una cuestión individual, subjetiva. Podrá haber gente a la que no le 
interese, pero podrá haber otro que quiera saber. Aunque se garantiza que la filiación no cambia, ni 
nada por el estilo, puede ser un enorme fastidio. 


Yo no soy quién para recomendar nada, pero pienso que hay que elegir entre una u otra 
opción. Una de ellas es dar al individuo el derecho de saber y, entonces, en el artículo 11 hay que 
eliminar la confidencialidad en el sentido de que no tiene que ser público, más allá de que el interesado 


lo sepa; y si lo sabe, por más que ustedes digan que no se puede publicar, si se publica, se publica. Si 
el niño que nació en Pando es el ovocito de Susana Giménez, es un hecho que no lo van a poder 
ocultar, se va a saber. 


En consecuencia, hay que tomar una decisión, es decir, se mantiene el secreto y es anónimo 
y no hay derecho a saber, o no es anónimo. Pienso que hay que hacerlo sin complicar tanto las cosas y 
decir, por ejemplo, que la persona tiene derecho a saber y punto. Tendrá derecho a eso. 


En otra parte se habla de que tiene derecho a conocer el fenotipo, es decir, si es rubio, negro 
O asiático. No sé si lo relativo al sexo estaría contemplado; eso no se pone tampoco; de incluirse hasta 
se podría seleccionar si queremos varón o nena. 


Con toda franqueza digo que el artículo 22 me parece una mala solución, porque no es que al 
Legislador le falte capacidad, sino que no se puede hacer compatible lo incompatible. Quizás lo mejor 
es tomar una decisión para un lado o para el otro; vamos a tener críticas tanto de un lado como del 
otro; está el derecho a la identidad y todo lo demás, porque puede ser verdad que una persona haga 
realmente esta crisis de “grave peligro para la salud sicofísica del hijo”; para mí es difícil -soy muy 
pragmático- concebir que alguien pueda entrar en ese estado, pero porque no lo viví, porque sé 
quiénes fueron mis padres; puede ser un problema para los psicólogos, para los expertos en el tema. 


Por otra parte, esto lleva a la inseguridad jurídica, puesto que el Juez no tiene pautas objetivas 
y todos los Jueces son diferentes: más viejos, más jóvenes, son hombres o mujeres, tienen su religión 
y sus principios filosóficos. Entonces: ¿quién determina que hay un “grave peligro”? Porque no solo hay 
un peligro sino que hay que calificarlo, porque se dice “grave”. Seguidamente se dice: “para la salud 
sicofísica del hijo y de sus descendientes”, pero el médico qué va a saber lo que va a pensar el hijo del 
hijo o el nieto del hijo, la segunda o tercera generación. Me parece que es mejor optar por una opción, 
blanco o negro, si es anónimo o no es anónimo. Después se podrá expresar que el interesado tiene 
derecho a conocer su filiación en forma reservada, confidencial, con la garantía del secreto profesional. 
Que se establezca el secreto no es malo porque, al hacerlo, no cabe duda de que esto está amparado 
por el secreto profesional y que se aplicará la norma correspondiente de violación de ese secreto. 


Con respecto al tema de las técnicas de reproducción asistida, de hecho están funcionando 
en el Uruguay -no sé si bien o mal- y hay clínicas que las aplican. Por lo tanto, el Legislador va a 
regular una cosa que ya existe, y no está mal que ponga orden, que establezca lo que le parece 
respecto de una cosa que ya está funcionando. En este sentido, yo establecería algunos nortes como, 
por ejemplo, el de no entorpecer la investigación científica y no crear delitos cuando son innecesarios. 
Esa situación de crear figuras para el futuro y, sobre todo, crímenes de extrema gravedad, en lo 
personal, no me convence para nada. En el mundo nos están informando que no hay clonación de 
seres humanos; yo había sentido que en algún lugar alguien habían creado un bebé de probeta -por 
decirlo de una manera popular- pero no es exactamente lo mismo, porque no están usando los 
espermatozoides, sino que creo que a esta altura sale de cualquier célula del cuerpo. No sabemos qué 
puede ocurrir allí, si va a salir un ser idéntico, si lo quieren usar como bancos de trasplantes o cosas 
por el estilo. 


Estamos, entonces, frente a una decisión típica de política criminal del Legislador. ¿Se quiere 
hoy, en 2013, penalizar la clonación en el Uruguay cuando esa técnica no se aplicó en ningún lugar del 
mundo y tampoco en Uruguay y el número de actores sería eventualmente muy reducido, 
adelantándonos a todo lo demás y poniendo un valladar al avance de la investigación científica? 
Podríamos establecerlo como delito, pero en una de esas, trabajando para esto se descubren otras 
cosas que pueden ser interesantes para el desarrollo de la humanidad. Reitero que es una decisión 
política y yo no tengo opinión para emitir, aunque sí lo expresaría de manera más simple, diría algo así 
como: “Prohíbese la clonación. Trabajar en tal sentido, será castigado con tal pena”, y no establecería 
muchas más cosas. Si tomamos como ejemplo la legislación española, podemos ver que ellos tienen 
establecidos los delitos de manipulación genética, con lo cual se vendría a cubrir desde el punto de 
vista penal -que es mi especialidad- ese vacío legal que no está previsto en Uruguay. Hoy no hay 
ningún delito establecido en relación a estas conductas: se puede hacer una quimera, y no es delito, se 
puede clonar, y no es delito; por supuesto, siempre tiene que haber alguien que pueda hacerlo. Creo 
que, en general, la idea del Legislador es la de penalizar los arreglos económicos. En lo que me es 


personal, no veo por qué se debe impedir. Por ejemplo, si a un boxeador o a un gran atleta que está en 
una mala situación económica alguien le quiere comprar su material genético, no entiendo por qué no 
se puede hacer. Si la persona está sana, etcétera, no creo que haya un interés público de punición. El 
delito del artículo 159.1 del Código Penal de la legislación española, que refiere simplemente a la 
manipulación dolosa del genotipo, vendría a ser el origen de este artículo 20 que cambia ese nombre 
por el de “manipulación de la especie humana”. En lo que es el delito de la doctrina española se hace 
referencia a la alteración del genoma, esto es, de los rasgos del ser humano y de un ser en concreto, 
pero no dice mucho más. Quiere decir que la doctrina plantea lo que yo manifesté. ¿Se establece esto 
para eliminar enfermedades o porque es socialmente inadecuada esa conducta? Algunos dirán que no 
es una conducta típica pero es algo doctrinario, está legitimado, hay una causa de justificación y un 
permiso para realizarlo para bien y no para mal. 


Por otra parte, esa legislación también establece la modalidad culposa, que no se aplica en 
el Uruguay y está bien que así sea. El artículo 19 del Código Penal es sabio y establece que la 
imprudencia se castiga solo por mandato expreso del Legislador. En España tienen la figura de la 
manipulación imprudente, así como también la de la reproducción humana asistida no consentida, la 
que me parece bien. El consentimiento borra la naturaleza criminal de la conducta. Aunque pueda ser 
una posición personal, no veo la naturaleza criminal del alquiler de vientres. Como se dijo muy bien, en 
algunos lados se permite y en otros no, por lo que sería partidario de aceptarlo o, al menos, de no 
decir nada, sobre todo si se han planteado solamente cuatro casos en el Uruguay. Considero que los 
problemas son más bien humanos, personales, como la madre que gesta el niño, lo pare y luego se 
encariña y quiere que sea de ella. Esos problemas son prácticamente inevitables, pero no me parece 
mal que la legislación permita esa práctica y establezca la pertenencia de la filiación. Por su parte, 
tampoco me parece inadecuado que haya una contraprestación económica. ¿Quién puede juzgar que 
se cubran los servicios médicos, la atención, la comida especial o el cuidado para que esa madre esté 
en las mejores condiciones para tener el hijo de otra? En fin, es algo para pensar. 


Por otra parte, con respecto al delito de clonación no estoy en condiciones de redactarlo en 
este momento, pero lo haría mucho más simple diciendo lo que se quiere prohibir -que en este caso 
sería “Prohíbese la clonación humana”- y trabajaría sobre eso. 


En cuanto a establecer delitos de mera conducta, la doctrina es contraria a hacerlo, porque 
va en camino de un derecho penal autoritario que no castiga resultados sino posibles resultados. Voy a 
poner un ejemplo que se suele plantear, sobre el que algunos son partidarios y en mi caso no sería tan 
contrario. Me refiero a manejar en estado de embriaguez como delito, que es lo que se llama delito de 
conducción temeraria. ¿Por qué voy a castigar a alguien por conducción temeraria si no produjo ningún 
resultado? El resultado que tenemos hasta ahora es el de lesiones o muertes culposas porque estaba 
borracho, pero esperemos que mate o lesione a alguien. Castigarlo antes implica un típico delito de 
anticipación al resultado de la conducta. El Legislador no quiere que se tome, que se fume, que se 
drogue y, por tanto, castiga conductas humanas que no produjeron resultados. Este es un tema 
filosófico, pero está inserto en este tema. 


En cuanto a la falta de sanción, quiero decir lo siguiente. Hay una cantidad de conductas que 
no son delito y me parece bien que así sea. Ahora bien, en caso de que se quieran establecer 
sanciones deberían ser de tipo administrativo. Además, siempre es mejor que las dicte el Legislador y 
no las delegue al Poder Ejecutivo, al Ministerio de Salud Pública o a otro. 


Con respecto a la prohibición de toda transacción económica relativa a la donación de 
gametos, debo decir que no entiendo por qué se penaliza, si bien sé que en la ley sobre donación de 
órganos y tejidos existe un sentimiento de solidaridad. Pienso que en algún momento se debería rever 
el caso, por ejemplo, de que un preso donara un riñón y con ello consiguiera la libertad. Si se quiere 
prohibir la transacción económica hay que poner una sanción, porque el Derecho es coactivo por 
naturaleza: te prohíbo hacer y te mando a hacer aquello; si tú vas contra lo que te mando o haces lo 
que te prohíbo, te voy a aplicar esta consecuencia. Es decir que tiene que haber una sanción porque, 
de lo contrario, esto se transforma en una norma moral, en un consejo; se prohíbe toda transacción 
económica por la razón que fuera pero, ¿cuál es la sanción? En modo alguno estoy postulando que 
esto sea un delito, pero si se va a prohibir algo debe haber una sanción. 


Con respecto al artículo 17, quiero señalar que me gusta más la propuesta de la derecha, 
porque no está aparece la investigación de embriones que se mencionaba en la otra. Creo que 
investigar con embriones es mucho más grave que hacerlo con gametos. No pondría la investigación 
con embriones para que no quede como que está permitida en modo alguno. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que la visión del doctor Langón ha hecho un aporte a la Comisión, razón por 
la cual en su momento propusimos escuchar su opinión sobre estos temas que son absolutamente 
nuevos; estamos legislando sobre innovaciones técnicas. 


Me he quedado pensando en lo que el doctor ha expresado, inclusive sobre aspectos que 
han sido corroborados aquí por quienes hoy se dedican y aplican las técnicas de reproducción asistida 
y que, prácticamente, no tienen un marco legal. En función de lo expresado aquí, concluyo que la 
forma en que se realizan las donaciones no parece estar muy alejada de las transacciones de tipo 
económico y que el espíritu de solidaridad que muchas veces se invoca, no es más que algo que se 
proclama. La realidad es otra; siempre se retribuye con algo. Estoy de acuerdo con el doctor Langón en 
cuanto a que no me parece mal que se retribuya al donante, ya que tanto el fin que se persigue como 
el resultado que se obtiene son muy buenos. 


Me he quedado pensando, también, en lo que expresó el doctor Langón con respecto a la 
clonación. Cuando se habló de la clonación vimos que tenía penas muy severas, un mínimo de 
penitenciaría que no es excarcelable y con el agravante, ¡ni hablar! De modo que estamos en un 
terreno en el que hay una condena muy dura. 


En el día de hoy estuvimos hablando del Código de Faltas y se hizo referencia a las normas 
que penalizan o que hacen entrar en el ámbito de lo penal lo que se denomina “conducción temeraria”, 
es decir conducir -según establece la norma- en grave estado de embriaguez, cosa que es muy 
relativa. Recuerdo haber leído las declaraciones del doctor Langón al respecto, donde recomienda 
establecer sanciones de carácter administrativo -que ya las hay y, por cierto, muy severas- y no penal. 
Debemos ser extremadamente cuidadosos en ese tema. 


Si bien desconozco si hay muchos casos en el Derecho Comparado, el doctor Langón hizo 
referencia al Derecho español en el que está prevista la manipulación genética o algo que se denomina 
de forma similar. Quizás debamos tenerlo en cuenta y no aventurarnos en un terreno nuevo, creando 
figuras delictivas con mínimos de penitenciaría, que puedan llevarnos por un camino equivocado. 
Reitero que debemos tener muy en cuenta lo expresado por el doctor Langón. 


Entonces, ¿el doctor Langón eliminaría lo de la clonación? 


SEÑOR LANGÓN..- Si los señores Senadores quieren saber mi opinión definitiva, creo que en este 
momento no hay ninguna razón específica para crear un delito de clonación en el Uruguay. 


Tampoco me opongo a que se cree ese delito porque, naturalmente, el Legislador 
perfectamente puede hacerlo, pero si no es una conducta que se realice, si no está ocurriendo aquí ni 
en ninguna parte del mundo y si en el Uruguay no hay posibilidades científicas para hacerla, me parece 
prematuro; es simplemente eso. 


Hoy ejemplificaba el caso por el absurdo: tal vez en las estaciones espaciales se puedan 
cometer conductas criminales terribles, pero el Uruguay no tiene por qué regular esos crímenes porque 
no cuenta con estaciones espaciales y tampoco tiene posibilidades de tenerlas. Esta situación sería 
algo por el estilo. 


El Derecho Penal tiene que responder a la realidad social, a conductas que afecten 
gravemente la convivencia social pero, ¿la clonación afecta hoy la convivencia uruguaya? ¿Es un 
problema comunitario? Además, hay que tener en cuenta el arsenal represivo del Estado en cuanto a 
este tipo de normas. 


Casi todo el Derecho Penal es simbólico, de él se aplican muy pocas normas. De algunas de 
ellas no podemos prescindir como, por ejemplo, de las relativas a los delitos de traición, que suponen 
la guerra con otro Estado. En nuestro Derecho Penal se contempla, por ejemplo, el caso en el que se 
viole una tregua en estado de guerra pero, felizmente, aquí no existen guerras internacionales desde el 
Siglo XIX. Estamos hablando de una norma tradicional de la defensa de la nacionalidad y demás. Por 
suerte no hay una realidad detrás de eso. 


En lo personal, sería muy escéptico, muy negativo, en cuanto a crear normas nuevas, pero el 
Legislador puede hacerlo, como ha sucedido en España y en otros países, tal vez con otra realidad. 
Como dije, sería escéptico en ese sentido porque no hay un problema real que justifique esa postura; 
no es más que eso. 


Aclaro que esa es mi opinión y que la doy porque me la han solicitado. 
SEÑOR MOREIRA.- Quiero hacer una pregunta más. 


El doctor Langón decía que ya había una previsión en el Código Penal en cuanto a la 
violación del secreto profesional como un delito que ya está contemplado y regulado. ¿Eliminaría ese 
secreto profesional en estos casos? 


SEÑOR LANGÓN.- No, al contrario. Creo que la declaración de que esto estaría bajo el secreto 
profesional sería buena porque clarificaría al magistrado, a los intérpretes, a los operadores, a los 
médicos y a los laboratoristas, en el sentido de que hay un secreto. Tal vez se podría hacer referencia 
a que esa violación se castigaría conforme a lo que establece el artículo 302 del Código Penal que, 
advierto, plantea una pena de multa. Estamos hablando de un delito clásico, tradicional y, en lo 
personal, tampoco lo modificaría, porque no veo por qué el hecho de violar este secreto sería más 
grave que violar otro secreto profesional como el bancario, el eclesiástico, el del abogado, el del 
contador, etcétera. 


SEÑOR GALLO.- Quiero hacer una consulta siguiendo el razonamiento de la duda que aparece en 
cuanto a si esa prohibición debe crear o no un delito penal. 


La clonación está incorporada en el Código de Ética del Colegio Médico del Uruguay -tema 
que será tratado y aprobado próximamente en el Parlamento-; precisamente, entre las circunstancias 
que se consideran prohibidas por ese Código de Ética está la clonación. Pero, a su vez, este prevé una 
serie de sanciones administrativas para todas aquellas circunstancias que no se cumplen, que van 
desde la amonestación hasta la inhabilitación temporaria del título. Consulto si no se podría utilizar ese 
Código de Ética, sabiendo que no se puede ejercer la Medicina en el Uruguay si no se está inscripto en 
el Colegio Médico; aparte de la habilitación del título se debe estar inscripto. Es decir que todos los 
profesionales médicos del Uruguay están comprometidos en el cumplimiento de ese Código. Se 
supone que el procedimiento de clonación en el Uruguay podría ser hecho por un médico. Entonces, 
frente al supuesto de que un médico intentara realizar una técnica de clonación prohibida, se haría una 
denuncia a través del Colegio Médico. Este va a ser el que en función de los parámetros que maneje le 
aplicará la sanción que corresponda; aclaro que no se trata de delito penal, sino civil. Mi pregunta es si 
el doctor Langón entiende que se puede sustituir lo que estamos incorporando como delito penal por 
esa sanción civil que el Colegio Médico del Uruguay aplique en este caso. 


SEÑOR LANGÓN..- Sería suficiente con las disposiciones del Código de Ética. Ahora bien, no sé si 
este Código es una ley nacional... 


SEÑOR AGAZZ!I.- La idea es que se convierta en ley. 


SEÑOR LANGÓN.- Entonces, a la luz de lo que planteó el señor Senador, ahí tiene la respuesta más 
perfecta que podríamos dar. Pienso que el Código de Ética sería suficiente garantía de que la 
clonación está prohibida y tiene su sanción. Por tanto, ratifico que no sería necesario establecerlo 
como delito, es decir, un médico, un laboratorista, en experto o un científico que intente la clonación va 
a tener su sanción, sin necesidad, por ahora, de establecer un delito. Si alguien sobrepasa eso y llega 


a ser un problema social de envergadura, en el futuro se puede crear el delito. Si va a ser una ley, está 
perfecto porque, de lo contrario, sería algo corporativo del grupo médico. En ese caso, en la ley se 
podría hacer referencia a las definiciones, decir que queda prohibida la clonación en los términos del 
Código de Ética y que se aplicarán las sanciones que corresponda. 


SEÑOR AGAZZI.- Muchas de estas prácticas de reproducción humana asistida hace más de veinte 
años que se realizan en el Uruguay. Quienes se ocupan del tema nos han visitado y los hemos 
consultado porque, en realidad, son quienes tienen práctica y experiencia en la materia. ¿En qué 
puede ayudar una ley? En realidad, quienes realizan las técnicas nos dijeron que está haciendo falta 
una ley que regule el tema, porque de esa forma trabajarían tranquilos, porque ellos mismos van 
resolviendo las decisiones que toman, y algunas de ellas son muy delicadas. 


El objetivo del proyecto de ley no era solo regular las técnicas de reproducción asistida, sino 
también que se incluyeran en el Sistema Nacional Integrado de Salud, de modo tal que este tipo de 
reproducción pasara a ser un derecho del ciudadano. Ese fue el objetivo inicial, pero después 
comenzamos a ingresar en las particularidades y profundidades del tema y nos fuimos adentrando en 
cuestiones que no habíamos planteado inicialmente, lo cual nos trajo aparejadas muchas situaciones 
nuevas. Una de ellas no fue mencionada por nuestro invitado pero la discutimos entre los integrantes 
de la Comisión. El Ministerio de Salud Pública nos sugiere que la reproducción humana asistida se 
aplique en mujeres que no tengan más de 40 años y en hombres que no tengan más de 50 años. El 
tema lo habíamos discutido y nos preguntamos por qué poner un límite de edad si la ciencia puede 
hacerlo de otra manera. En realidad, lo que nos dijo el doctor Bossano -que es quien tiene más 
experiencia en la materia en el país- es que hoy se pueden hacer muchas cosas, pero se debe resolver 
cuáles se deben hacer dentro de las que son posibles. 


Entonces, el Ministerio de Salud Pública hace este planteo por razones biológicas al decir 
que hay un tope de edad. Si uno lo analiza desde el punto de vista jurídico, quizás lo puede ver de 
manera diferente, porque si una persona puede tener embriones fértiles más allá de los 40 años, ¿por 
qué no puede hacerlo? 


El otro aspecto que estuvimos analizando es el que mencionó el doctor Langón como una 
fábrica de delitos. 


Este proyecto de ley trata de ayudar, a quienes realizan la reproducción humana asistida, con 
decisiones que tengan un fundamento y orienten. Pero si para cada una de esas decisiones hay que 
resolver qué sucede si no se hace eso, en vez de ser una orientación de trabajo para la gente, termina 
siendo una cantidad de normas que no estaban antes y que es obligatorio cumplirlas, y al final va a ser 
algo bastante engorroso. Digo esto porque, por ejemplo, con relación a la instalación de embriones, se 
pueden instalar dos y, en algunas circunstancias, hasta tres. Pero, uno podría preguntarse qué pasa si 
no se respeta eso y se instalan más. No previmos esa situación, sino qué es recomendable hacer, y no 
qué es lo que hay que aplicar en caso de que no se haga lo que se recomendó. Pero, en realidad, no 
es una obligación sino una orientación para el trabajo. Esto es bastante complicado, pero tampoco es 
una situación normal la que estamos considerando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos muy sinceramente la vista del doctor Langón, cuyos aportes 
son muy útiles para nuestro trabajo. Cada visita nos deja un poco más de trabajo que la anterior. 


(Se retira de Sala el doctor Langón.) 
(Ingresan a Sala integrantes de la Comisión de Bioética del Sindicato Médico del Uruguay.) 


- La Comisión de Salud Pública tiene el gusto de recibir a integrantes de la Comisión de 
Bioética del Sindicato Médico del Uruguay, doctoras Mariela Mautone y María Mónica Guerra, a 
quienes cedemos el uso de la palabra. 


Les damos la palabra. 


SEÑORA MAUTONE.- Buenas tardes y muchas gracias por la invitación en nombre del Sindicato 
Médico del Uruguay. Mi nombre es Mariela Mautone. 


Nosotros recibimos la invitación hace un poco más de una semana, por lo cual no tuvimos 
tiempo de estudiar en conjunto el proyecto de ley. Tuvimos una reunión ordinaria de la Comisión de 
Bioética, a la que asistieron tres personas y no hubo quórum. Hicimos observaciones porque creíamos 
importante venir a esta sesión. Pedimos autorización al Sindicato Médico del Uruguay para ver si en 
esas circunstancias igual podíamos concurrir, y se nos autorizó. 


Por lo tanto, recalco que no estamos hablando en representación del Sindicato Médico del 
Uruguay; ni siquiera hablamos en representación de la propia Comisión de Bioética; venimos 
simplemente en representación de las tres integrantes que hemos estudiado el proyecto de ley. En 
realidad, no es nuestra intención interponer observaciones éticas al proyecto de ley, sino que como 
hemos quedado con ciertas dudas queremos formular algunas consultas. 


La primera consulta que deseamos hacer es en qué marco surge este proyecto de ley y por 
qué se plantea en este momento. En definitiva, quisiéramos conocer cuál ha sido el espíritu que inspiró 
esta iniciativa. 


Yendo al artículo 1% vemos que allí se mencionan diferentes técnicas, pero no se incluye la 
inyección intracistoplasmática de espermatozoides que es una técnica de alta complejidad. Faltaría ese 
elemento. 


Otra duda que tenemos tiene que ver con el artículo 2%, en el que se establece que las 
técnicas de reproducción humana asistida podrán aplicarse a toda persona como principal metodología 
terapéutica de la infertilidad en la medida que se trate del único procedimiento médico para concebir en 
el caso de parejas biológicamente impedidas para hacerlo, así como en el caso de mujeres con 
independencia de su estado civil. Sobre esto, quisiéramos saber si se trata de mujeres solas con 
infertilidad o simplemente de mujeres solas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Alude a mujeres solas. 
SEÑORA MAUTONE.- Entonces en ese caso la infertilidad no fue probada. 


En el artículo 3” se establece que el Estado garantizará que las técnicas de reproducción 
humana asistida queden incluidas en el Sistema Nacional Integrado de Salud con el alcance dispuesto 
en la presente ley. Sobre esta disposición nos preguntábamos cuántas veces se puede someter una 
pareja a las técnicas dentro de la cobertura del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


El artículo 4% habla de los procedimientos de reproducción humana asistida de alta y baja 
complejidad y su cobertura. Concretamente, se dice que dichas técnicas serán subsidiadas a través del 
Fondo Nacional de Recursos. Nos llamó la atención la afirmación sin que se condicionara esto a un 
debate público, dado que nos parecía que era algo pertinente para la sociedad en general discutir 
sobre los fondos públicos y las prioridades del Sistema Nacional Integrado de Salud. Creemos que 
esto, por lo menos a nivel de la población, no está discutido y por eso nos llamó la atención que se 
tratara de una afirmación muy concreta. El artículo también establece que “Las prestaciones a 
brindarse incluyen los estudios necesarios para el diagnóstico de la infertilidad...”. Nosotros nos 
preguntamos: ¿cuáles? ¿Las que están cubiertas por el Fondo? Si se parte de un diagnóstico de 
infertilidad hay un paso previo que no estaría cubierto o no sería de responsabilidad del Fondo. 


El artículo 5% establece: “A los efectos de la presente ley se entiende por infertilidad la 
incapacidad de lograr un embarazo clínico después de doce meses o más de relaciones sexuales no 
protegidas”. Acá tenemos nuevamente la duda de cuál es la evidencia de la infertilidad en la mujer que 
está sola o si este no es un caso de infertilidad. 


El artículo 6* relativo a los requisitos para la realización de técnicas de reproducción humana 
asistida establece que, “a) Serán de aplicación a toda persona mayor de edad luego de ser previa y 
debidamente informada por el equipo de salud sexual y reproductiva tratante sobre las mismas”. Sobre 
este artículo nos preguntábamos qué límite de edad será fijado. 


El artículo 8* dice: “Podrán realizarse inseminaciones de gametos o transferirse embriones 
originados en una persona que hubiere fallecido siempre que esta hubiera otorgado previamente por 
escrito su consentimiento para ello”. Con respecto a esto, quisiéramos saber si se ha fijado un límite de 
tiempo después que la persona ha fallecido para usar el semen. 


Asimismo, nos resulta muy confuso el artículo 10, “De la negativa o imposibilidad 
superviniente de recibir embriones” que dice: “Producido el ciclo posterior mencionado en el artículo 
precedente y en el caso de que la mujer no esté en condiciones o se niegue a recibir los embriones, 
deberá procederse a su conservación de acuerdo con lo establecido en el artículo 16 de la presente 
ley. Las pacientes deberán ser previamente informadas de las condiciones establecidas en los artículos 
anteriores y decidirán si quieren realizar el procedimiento bajo las mismas”. Lo que voy a decir a 
continuación es lo que me produce dudas: “De no aceptarlas, únicamente se procederá a la 
inseminación de un máximo de tres ovocitos”. 


El artículo 13, “Ausencia de vínculos filiatorios”, establece: “La donación de gametos no 
genera vínculo filiatorio alguno entre los donantes de gametos y el concebido, quienes tampoco 
tendrán entre sí ningún tipo de derechos ni obligaciones”. Y el artículo 22 dice que, “la identidad del 
donante sólo podrá ser revelada previa resolución judicial cuando medie un comprobado y grave 
peligro para la salud sicofísica del hijo...”. Considero que en vez de “hijo” podría hablarse de “nacido” 
por la filosofía del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este caso el espíritu y la letra del artículo 13 se contradicen con el artículo 
22. El artículo 13 dice, “La donación de gametos no genera vínculo filiatorio alguno”; y el artículo 22 
que “La identidad del donante solo podrá ser revelada previa resolución judicial cuando medie un 
comprobado y grave peligro para la salud sicofísica del hijo”, entonces, si no hay relación filiatoria no es 
el hijo, es el nacido. 


SEÑORA MAUTONE.- El artículo 15, relativo al Banco de Gametos dice: “El Instituto Nacional de 
Donación y Trasplante de Células, Tejidos y Órganos, creará un banco de gametos al cual podrá 
recurrirse en las condiciones que establezca la reglamentación. Las instituciones públicas y privadas 
autorizadas por el Ministerio de Salud Pública para realizar técnicas de reproducción humana asistida 
podrán tener sus bancos de gametos, los que serán supervisados y controlados por dicha Secretaría 
de Estado.” 


(Intervención del señor Senador Agazzi que no se escucha.) 


También nos preguntábamos cómo se hará la captación de los receptores para dicho banco, 
si se realizaría publicidad y si se darían incentivos o no. 


SEÑORA GUERRA.- Con respecto al artículo 16 sobre conservación de gametos y embriones no 
transferidos, no nos queda claro qué se va a hacer con ellos y por cuánto tiempo se conservarían. Nos 
parece que con esta redacción queda demasiado abierto y eso puede generar problemas por 
responsabilidades que luego no se podrán asumir. 


SEÑORA MAUTONE.- Técnicamente estas eran las principales dudas que nos plantea el proyecto de 
ley y, en lo personal, también planteo el hecho de que no se explicita el destino de los embriones 
sobrantes y si la pareja, en el consentimiento, puede determinar el destino de los mismos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quienes nos visitan han planteado una serie de interrogantes. Por nuestra 
parte, podemos dar respuestas bastante claras respecto a algunas de ellas y no tanto sobre otras. 
La primera de ellas tiene que ver con cuál es la razón para la elaboración de este proyecto de ley y 


cuál es su marco y para dar una respuesta me gustaría pedir al señor Senador Agazzi que lo explique, 
ya que tiene una idea clara al respecto. 


SEÑOR AGAZZI.- Desde hace alrededor de veinte años existe reproducción humana asistida en 
nuestro país, la que se realiza según las decisiones que toman los propios técnicos que la van 
aplicando. En realidad, no hay ningún marco normativo que oficie de hoja de ruta para la toma de 
decisiones de estos técnicos. Además, estas técnicas que se realizan en el Uruguay no están 
disponibles para toda la población porque se hacen a nivel privado y, por tanto, hay que pagarlas. 
Según la información que nos brindó el Ministerio de Salud Pública, hay un porcentaje muy alto de 
personas con problemas de infertilidad que podrían solucionarlos accediendo a técnicas de baja 
complejidad, lo que les permitiría tener descendencia. 


El objeto de este proyecto de ley es que esas técnicas de reproducción humana asistida que 
ya existen en nuestro país -porque hay técnicos capacitados para llevarlas a cabo- estén accesibles 
para la población. Para eso se requiere decir qué es la reproducción humana asistida y qué técnicas 
existen. Las de baja complejidad tienen un costo menor y las de alta son más costosas, por lo que se 
trata de encontrar la forma de que esto sea un derecho de los ciudadanos y, a su vez, regularlo. 
Muchas de las cuestiones que tiene el proyecto de ley son como el deber ser, son indicaciones que 
hemos recibido nosotros y que son convenientes para la práctica de la reproducción humana asistida 
que hoy se está llevando a cabo en el Uruguay. Estuvimos ojeando la legislación internacional y hemos 
visto que hay algunos de estos aspectos que van cambiando muy rápidamente por los nuevos 
descubrimientos científicos. En realidad, hoy en materia de reproducción se pueden tomar una 
cantidad de decisiones nuevas, pero tenemos que decidir cuáles son las apropiadas para los 
ciudadanos en el Uruguay y que eso esté respaldado por el Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Ese es el sentido de que nos hayamos puesto a trabajar en esto. También hemos recibido a 
ciudadanos que tienen problemas de fertilidad y que nos han planteado que se necesita algún respaldo 
para que puedan tener descendencia. Ese es el marco en el cual el Parlamento empezó a trabajar 
hace como diez años en proyectos de ley que fueron discutidos, que los aprobó una Cámara y después 
quedaron, o luego se le hicieron correcciones. También hay descubrimientos técnicos, pero nosotros en 
este período tomamos los antecedentes y nos pusimos a trabajar. Eso es lo que estamos haciendo 
ahora y por qué. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Alguno de los integrantes de la Comisión quiere hacer referencia a los otros 
temas planteados? 


El siguiente punto sería la incongruencia entre la definición de técnicas de reproducción 
humana asistida descritas en el artículo 1% -que hace mucho hincapié en las técnicas de alta 
complejidad- y las incluidas en el artículo 4%, que distingue claramente entre las de alta y las de baja 
complejidad. Este tema ya lo habíamos visto en alguna de las visitas anteriores, pero seguramente le 
hagamos alguna modificación al artículo 1? para que quede reflejado que las técnicas de reproducción 
humana asistida incluyen a ambos tipos. 


La siguiente pregunta tiene que ver con el alcance del artículo 2%, cuando dice: “así como en 
el caso de mujeres con independencia de su estado civil, de conformidad con lo dispuesto en la 
presente ley”. Solicitaría a la señora Senadora Moreira que diera respuesta a esta inquietud. 


SEÑORA MOREIRA.- En cuanto al alcance, al principio nosotros teníamos una definición muy genérica 
y después pasamos a tener una más precisa, donde incluíamos a las parejas homosexuales, a las 
parejas con problemas de infertilidad o esterilidad y a las mujeres solas. Las mujeres solas también 
incluyen a las mujeres fértiles pero de parejas homosexuales. Para evitar tener todo ese detalle y 
generar un mayor consenso dentro de la Comisión, elegimos este tipo de definición que alcanza 
primero a las parejas del matrimonio igualitario con la ley anterior y que, de alguna manera, este 
proyecto tiene que alcanzar. El propio Ministerio de Salud Pública, en su comparecencia a la última 
sesión, pidió explícitamente que esto fuera compatible con la ley de matrimonio igualitario. Entonces, 
tiene que alcanzar a las parejas homosexuales, a las parejas infértiles y estériles, y a las parejas 
homosexuales fértiles. Por supuesto, aunque desconozco cuál es su alcance estadístico, hoy es 


habitual en el Uruguay que las mujeres solas recurran a las técnicas de reproducción asistida para 
poder ser madres; por eso queríamos incluir específicamente ese aspecto. 


SEÑOR MOREIRA.- La señora Senadora Moreira está expresando su opinión, pero esa no es la 
postura de toda la Comisión. Yo no estoy de acuerdo con que parejas homosexuales accedan a estas 
técnicas de reproducción asistida con el financiamiento del Estado. Podemos decir que este es un 
preproyecto, ya que aún no hemos votado los artículos. Yo no estoy de acuerdo con que parejas de 
homosexuales puedan acceder gratuitamente a estas técnicas. Así como estuve en contra del 
matrimonio igualitario, también lo estoy en cuanto a este tipo de constitución de familias. Quería 
explicar esto porque lo que dice la Senadora Moreira no representa la opinión de toda la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con el mayor de los respetos, sugeriría a los integrantes de la Comisión que 
evitemos las referencias a temas polémicos o que discutamos frente a los invitados. La pregunta 
específica era qué alcance tenía la expresión “así como en el caso de mujeres con independencia de 
su estado civil”, y creo que ya ha sido contestada. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero decir que yo simplemente hice una precisión con respecto a las 
expresiones de la Senadora Moreira, que mencionó cuáles eran los colectivos amparados por la norma 
y, en ese sentido, no hay acuerdo en la Comisión, más allá del estado civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 3% se dice: “El Estado garantizará que las Técnicas de 
Reproducción Humana Asistida queden incluidas dentro de las prestaciones del Sistema Nacional 
Integrado de Salud con el alcance dispuesto en la presente ley”. Entonces, la pregunta tiene que ver 
con cuántas instancias de este tipo serán garantizadas por el Estado. Esta observación ya se nos hizo 
y vamos a incluirla en el proyecto de ley. En realidad, la observación no se hizo específicamente en el 
caso de este artículo, sino en otro -el artículo 10- que es una especie de prueba de inteligencia que 
hemos puesto para todos los invitados, porque es inentendible. 


SEÑORA MOREIRA.- Justamente quería mencionar que el Ministerio de Salud Pública hizo una 
sugerencia en este mismo sentido, en cuanto a que las instancias fueran tres. Esa fue la propuesta del 
Ministerio y la estamos estudiando; creo que la intención de esta Comisión, o de la mayoría de sus 
miembros, sería la de limitar el número de procedimientos para la prestación gratuita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La siguiente pregunta es con respecto al artículo 4%. Se hace una apreciación 
por parte de la Comisión de Bioética, en el sentido de que el subsidio de las técnicas de alta 
complejidad por parte del Fondo Nacional de Recursos ameritaría un debate público. Si se me permite, 
voy a contestar yo esta interrogante. Los proyectos de ley tienen valor en la medida en que son 
dispositivos, es decir, establecen normas que deben ser cumplidas, ya sea haciendo determinadas 
cosas, no haciendo otras o poniendo determinadas obligaciones. Se supone que en torno a la relación 
de las técnicas de reproducción humana asistida, su financiamiento y el resto de la sociedad, hay una 
discusión que viene, en sus aspectos bioéticos y prácticos, de la década de los *90 con el proyecto del 
ex Senador Cid. Por tanto, nosotros consideramos que ese debate ya ha tenido un avance bastante 
importante. Además, estamos trabajando sobre la base de un proyecto que cuenta con media sanción 
en la Cámara de Representantes. Entonces, tomamos nota de la preocupación que se plantea con 
respecto a este punto pero, al mismo tiempo, la explicación es esa. En su momento, el propio 
Ministerio de Salud Pública también planteó si este era el mejor mecanismo de financiamiento, 
etcétera. 


SEÑOR MOREIRA.- Recuerdo que inicialmente el Ministerio de Salud Pública hizo una estimación del 
costo económico que iban a tener estas técnicas y desconozco -porque llegué tarde- si el día que 
estuvo en esta Comisión el doctor Briozzo habló del tema refiriéndose a la viabilidad económica. Creo 
que con las técnicas de baja complejidad no hay mayor problema porque son baratas. Ahora, de 
acuerdo con lo que nos dijeron los doctores Bossano y Montes, las de alta complejidad tienen un 
altísimo costo y es difícil cuantificarlas máxime que, a instancias de la señora Senadora Moreira, se 
están incorporando nuevos colectivos. Digo esto, porque el proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes incluía solo parejas heterosexuales, no hablaba de mujeres solas ni de homosexuales, 
por lo que ha habido un cambio realmente medular en cuanto al alcance del proyecto, por lo menos si 
se vota tal como está redactado. Desconozco la estimación de costos que ha hecho el Ministerio de 


Salud Pública -si es que se ha pronunciado sobre la viabilidad- porque esto queda sujeto a la 
reglamentación y a determinadas prioridades, dado que seguramente no será para todos los que se 
presenten a solicitar técnicas de alta complejidad, puesto que habrá una selección en función del 
riesgo y de las posibilidades o, por lo menos, es lo que tengo entendido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Complementando la respuesta que di previamente, lo que tengo anotado de la 
concurrencia a esta Comisión de la delegación del Ministerio de Salud Pública fue que no 
necesariamente tenía que ser el Fondo Nacional de Recursos el organismo que subsidiara las técnicas 
o procedimientos de alta complejidad, sino que lo que sugerían era que fueran subsidiados a través de 
un mecanismo especial de financiamiento con fondos públicos. En cuanto a la estimación de costos, 
mientras estuve en la sesión -me tuve que retirar más o menos a la mitad- no se planteó nada por 
parte del Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR AGAZZ!I.- Lo que se dijo por parte de los delegados del Ministerio de Salud Pública fue que los 
altos costos de las tecnologías de alta complejidad que están desarrollando algunos grupos tienen que 
ser objeto de un trabajo de costeo, que probablemente se pueda cubrir en base a la información que 
hay disponible y, en ese sentido, posteriormente habría que buscar una manera para ver de qué fuente 
se puede encontrar recursos. Seguramente se tratará de algo menos simple que encargárselo todo al 
Fondo Nacional de Recursos. 


SEÑORA MOREIRA.- Complementando lo manifestado por el señor Senador Agazzi y en línea con la 
preocupación de los señores Senadores, lo que plantearon los representantes del Ministerio de Salud 
Pública fue que quizá no sería bueno establecer en el proyecto de ley que sería el Fondo Nacional de 
Recursos el que financiaría las técnicas de alta complejidad, porque prevén que pueda haber 
impuestos o tasas especiales, tales como impuestos a los anticonceptivos y demás, para financiar esto. 
Para ello, como dice el señor Senador Agazzi, también tendríamos que tener un costeo. Entonces, lo 
que la Comisión estaría evaluando es cuán lejos vamos con la previsión del financiamiento de las 
técnicas de alta complejidad o si lo dejamos para que el Poder Ejecutivo lo reglamente después. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El punto siguiente tiene que ver con el artículo 5%. En la definición de 
infertilidad habría cierta incongruencia entre la referencia a las relaciones sexuales no protegidas y la 
cobertura o la inclusión de mujeres con independencia de su estado civil. Ya se hizo referencia a que 
en el caso de mujeres con independencia de su estado civil no es necesario que sean infértiles para 
que se las clasifique a los efectos de esta ley. 


Con respecto al punto sexto, que tiene que ver, a su vez, con el artículo 6%, nuestros invitados 
nos plantean una pregunta que es coincidente con una recomendación que hizo el Ministerio de Salud 
Pública, en el sentido de que se estableciera un límite superior de edad. Ese límite, si no entendí mal, 
sería de 40 años en el caso de la mujer y de 50 años en el caso del hombre. 


SEÑORA MOREIRA.- Hasta donde entendí -quizá tenga que revisar las actas- la técnica gratuita se 
aplicaría, según el Ministerio de Salud Pública -aquí vamos a tener una discusión sobre el punto- para 
las mujeres hasta los 40 años. Como derecho -es decir, podrían tener acceso a ella pero no en forma 
gratuita y proporcionada por el sistema público- estarían incluidas las personas hasta los 50 años de 
ambos sexos o géneros de la pareja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que debe ser tal como dice la señora Senadora Moreira, con la única 
excepción de que aun hasta los 40 años no sería gratuita, sino subsidiada. Posteriormente, hasta los 
50 años, sería a costo total de los beneficiarios. 


SEÑOR AGAZZI.- No lo hice en todas las oportunidades que hablé, pero quiero agradecer a las 
doctoras que nos visitan, porque a pesar de que no pudieron realizar una reunión y no tienen un trabajo 
colectivo, igualmente se tomaron el trabajo de leer el proyecto de ley y venir a realizar algunos 
comentarios. 


Ahora bien, quisiera plantear dos preguntas gruesas, que centralmente involucran aspectos 
éticos de la medicina, para ver si en el Comité que nuestras invitadas integran hay una opinión, ha 


habido diálogo o qué es lo que piensan ellas mismas al respecto. 


La primera de ellas tiene que ver con la subrogación de vientres. La gestación subrogada es 
un tema muy discutido en todo el mundo; hay países que cuentan con legislación al respecto, otros no 
la tienen y en otros existe legislación variable. Es un tema complejo, que tiene aspectos biológicos, 
jurídicos y psicológicos. Entonces, nos interesaría saber si nuestras invitadas tienen algo que comentar 
sobre la gestación subrogada, porque nosotros en el proyecto de ley decimos que son nulas y no 
vemos bien que existan en el país. Esta es una decisión pesada, de manera que nos gustaría saber 
qué piensan las doctoras que nos visitan al respecto. 


Y la segunda pregunta es si a nuestras invitadas les parece que es aceptable hacer 
investigación científica con embriones. Un caso diferente es el de los gametos, que en realidad son una 
determinada etapa de la vida, pero ya al ser gametos fecundados, embriones, preembriones o como 
sea, la situación es distinta, porque entran otros componentes. De manera que quiero aprovechar la 
presencia de las doctoras para plantearles la pregunta. Es un tema que hemos discutido y sobre el cual 
los distintos visitantes que hemos recibido nos han brindado sus opiniones, pero quisiéramos saber si 
es posible hacer algún razonamiento sobre este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera agregar a esas dos preguntas otro tema que desde el punto de vista 
bioético me parece que es también muy importante. Me refiero a lo relacionado con los artículos 18, 19 
y 20, que están vinculados a los casos de clonación y al delito de manipulación genética de la especie 
humana. Pero todavía nos quedan preguntas que nuestras visitantes nos han formulado y todavía no 
hemos contestado. De manera que vamos a darles un cierto tiempo para que vayan madurando las 
respuestas a esas tres inquietudes, que son: subrogación de útero, investigación científica con 
embriones y manipulación genética. 


La otra pregunta que habían formulado las doctoras Mautone y Guerra refería al artículo 8% 
que determina la posibilidad de la inseminación post fallecimiento. Consultaron si se iba a establecer 
un límite de tiempo. Coincide con una recomendación -si no recuerdo mal- que nos hicieron tanto los 
técnicos que nos visitaron como el propio Ministerio de Salud Pública, de manera que en principio 
estaríamos viéndolo de la misma manera. 


El artículo 10 es confuso por su historia. No sé si alguno de los señores Senadores o señoras 
Senadoras me puede auxiliar para explicar cómo llegamos a esta formulación tan confusa. 


SEÑORA MOREIRA.- La primera redacción que recibimos hablaba del descarte de embriones, incluso 
se mencionaba la expresión “descarte de embriones”. Luego aparecieron versiones más 
conservadoras y nosotros procedimos a trasladar la preocupación sobre la conservación de los 
embriones al artículo 16, donde se habla de la conservación de gametos, etcétera. Entonces, para el 
caso de aquellas personas que no acordaran con lo que se establezca para la conservación de 
gametos, ya sea que estos sean descartados o donados -en una redacción intermedia prácticamente 
se obligaba a la mujer a donar sus embriones en el caso de que no los precisara-la solución que 
encontramos fue dejarlo librado al azar y así evitar todas estas situaciones extremas de donación 
obligatoria o conservación por tiempo indefinido; pero más allá de lo que establezca la reglamentación, 
para las mujeres que tengan objeción de conciencia -creo que fue la última formulación- de que sus 
embriones sean descartados, se prevé un máximo de tres embriones para que no queden embriones 
sobrantes que luego tengan que ser descartados u obligatoriamente donados. Digo todo lo que se 
manejó; después concurrió el doctor Bossano y opinó que debía establecerse el tema de la 
descongelación. 


Todavía no hemos tomado posición sobre este punto, pero lo que prevaleció fue la 
conservación de un máximo de tres ovocitos para que la mujer previera en el caso de que sobraran 
embriones y tomara conocimiento o expresara su consentimiento con aquello que se va a hacer 
después que los embriones sobren, sea que se descarten o se donen. Obviamente descartamos la 
congelación por tiempo indefinido porque sabemos que eso es carísimo; y me parece que esta es la 
preocupación de las doctoras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a completar la explicación que ha realizado la señora Senadora. Las 
doctoras van a poder entender mejor el proceso que atravesamos para llegar a esta redacción que no 
es muy feliz, luego de las siguientes puntualizaciones. 


El artículo 12 original, aprobado por la Cámara de Representantes dice: “(Condiciones para la 
fertilización, donación y descarte de embriones).- Luego de producida la fertilización de los ovocitos, 
podrán transferirse al útero solamente dos embriones por ciclo, salvo expresa indicación médica, en 
que podrán transferirse un máximo de tres embriones. 


Deberán preservarse todos los embriones viables restantes no transferidos, los que serán 
reservados a los efectos de transferirse en un ciclo diferido. 


Producido el ciclo diferido mencionado y en el caso de que la mujer no esté en condiciones o 
se niegue a recibir los embriones, deberá procederse a la donación de los mismos, quedando prohibido 
el descarte de embriones viables. En todos los casos la donación será anónima y honoraria. 


Los pacientes deberán ser previamente informados de las condiciones establecidas en los 
incisos anteriores y decidirán si quieren realizar el procedimiento bajo las mismas. De no aceptarlas, 
únicamente se procederá a la fertilización de un máximo de tres ovocitos.” Eso era lo que establecía el 
artículo de la Cámara de Representantes. Fue de allí que surgieron todas las modificaciones a las que 
hizo referencia la señora Senadora Moreira. 


Quedan tres artículos para completar las preguntas que ustedes nos hicieron. 


Con relación al artículo 13, este se contrapone con lo establecido en el artículo 22. Ya lo 
vimos. En un caso se denomina hijo y en el otro se dice que no tiene vínculo filiatorio. 


En cuanto al artículo 15, que es el que refiere al Instituto Nacional de Donación y Trasplante 
de Células, Tejidos y Órganos, en la redacción del proyecto de la Comisión se establece que puede 
actuar como un banco de gametos y que la supervisión de los bancos, tanto públicos como privados, la 
realizará el Ministerio de Salud Pública. 


No tengo aquí ninguna anotación hecha, pero si no recuerdo mal, creo haber leído que el 
Ministerio de Salud Pública sugería que la segunda parte del artículo 15, o sea, “Las instituciones 
públicas y privadas autorizadas por el Ministerio de Salud Pública para realizar técnicas de 
reproducción humana asistida podrán tener sus bancos de gametos, los que serán supervisados y 
controlados por dicha Secretaría de Estado a través del Instituto Nacional de Donación y Trasplante de 
Células, Tejidos y Órganos”. 


Finalmente, nos queda el último punto, que tiene relación con el artículo 16. Como ustedes 
bien dicen, no se explicita el destino de los embriones sobrantes. Somos conscientes de esa 
observación. 


No sé si alguien quiere completar alguna de las explicaciones a las preguntas formuladas. Tal 
vez ustedes deseen responder ahora o, de lo contrario, quizás prefieran hacerlo después por escrito. 
En concreto, las preguntas que han sido planteadas especificamente como temas bioéticos, y que son 
importantes para ser consideradas por parte de la Comisión, refieren a la subrogación de útero, a la 
investigación científica con embriones y a la manipulación genética. 


SEÑORA GUERRA.- En realidad, son los temas centrales de esta ley. 


En cuanto a dar una respuesta ahora, queremos decir que nosotros somos solamente dos 
representantes y que cuando no reunimos no hubo número suficiente como para discutir el tema. Por 
eso, creo que sería bueno llevar la propuesta a la Comisión y dar un informe mucho más extenso y 
adecuado ya que no es un tema menor qué hacer con los embriones y con la gestación subrogada. 
Sinceramente, me parece lo más adecuado. 


A nivel personal, podemos coincidir o discrepar, pero no sería lo más adecuado dar 
consideraciones personales. De todos modos, traeremos el informe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera decirles, con el máximo de los respetos, que estamos tratando de 
llegar al final de un trabajo que ha sido largo e intenso. De manera que les agradeceríamos nos envíen 
ese informe, preferentemente por escrito, y a la mayor brevedad. 


El jueves 18 es feriado, pero el viernes 19 sería un buen día para hacerlo. 
SEÑORA MAUTONE.- Quiero hacer dos observaciones. 


En primer lugar, me quedó la preocupación con respecto a los donantes, porque creo que 
hay que ser muy precisos en este tema. Por ejemplo, tiene que quedar bien establecido cuántas veces 
puede ser donante un hombre, porque de ello dependerá cuántos productos pueda tener. Esto tiene 
que quedar muy reglamentado, así como también, cómo se incentiva la donación y como resguardarse 
de un pago encubierto que pudiera existir. 


Quiero decir que, en general, a mí me gusta opinar sobre los temas éticos -aunque coincido 
con la doctora Guerra en que nosotras no estamos autorizadas a hacerlo porque hoy no 
representamos a la Comisión- pero esta es una ley que tiene dos puntas que son para meditarlas 
mucho. Primero, porque es al inicio de la vida y todos los problemas que surjan allí movilizan -así 
como también el fin de la vida- y sensibilizan, aspecto que es muy importante porque nosotros somos 
seres racionales pero también sensibles. Por lo tanto, estamos legislando para una sociedad 
democrática que incluye el respeto por las minorías y el reconocimiento de los derechos humanos, 
pero me parece que este tema encierra muchos problemas éticos que hay que tenerlos bien claros; 
para poder hacer realmente un proyecto de ley que sea ético, es necesario que haya una discusión y 
una explicitación. Lamento no estar autorizada para poder discutir este tema, y no es por eludir un 
asunto que me parece crucial. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperamos ansiosamente que puedan concretar a la mayor brevedad esa 
contribución que va a ser muy bienvenida. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 23 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
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